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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 16 de mayo de 2007, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores de Lázzari, Roncoroni, Soria, Pettigiani, Kogan, Genoud, Hitters, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 86.584, "Cavazza, Raúl Alfredo contra Colegio de Escribanos Pcia. Bs. As. Diferencia Indemnización".

A N T E C E D E N T E S


El Tribunal del Trabajo nº 5 de La Plata rechazó la demanda incoada, imponiendo las costas a la parte actora.


Esta dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:


I. El tribunal del trabajo interviniente rechazó la demanda interpuesta por Raúl Alfredo Cavazza contra el Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires, mediante la cual había reclamado el cobro de diferencias en la indemnización por antigüedad que le abonara la demandada como consecuencia del despido injustificado por ella dispuesto el día 18-IX-2000.


Resolvió de tal manera por considerar que la indemnización referida se abonó "conforme a derecho", toda vez que la suma oblada por la accionada en tal concepto ($ 34.526,22) se adecuó a las pautas establecidas en el art. 245 de la Ley de Contrato de Trabajo, en tanto el monto en cuestión resultó de multiplicar los 23 años de antigüedad del dependiente por el tope máximo fijado a la base salarial correspondiente al Convenio Colectivo de Trabajo 160/1975, que juzgó aplicable a la relación laboral que vinculó a las partes.


Entendió que no resultaba óbice para la aplicación de dicha normativa, la circunstancia de que la demandada no hubiera participado en las negociaciones que derivaron en la celebración del convenio, pues ‑añadió‑ de conformidad con el art. 4 de la ley 14.250, los convenios colectivos homologados resultan obligatorios para todos los trabajadores y empleadores de la actividad comprendidos dentro de su ámbito de aplicación, y, además, el art. 4 del Convenio Colectivo de Trabajo 160/1975 incluye expresamente entre sus destinatarios al personal administrativo de las asociaciones profesionales como la legitimada pasiva (sent. fs. 219/222).


II. Contra dicho pronunciamiento, la parte actora dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley donde denuncia absurdo y violación de los arts. 16 y 245 de la Ley de Contrato de Trabajo; 13 de la ley 14.250; 84 del dec. ley 9020/1978; 46 del Código Civil; 44 inc. "d" y 47 de la ley 11.653 y de la doctrina legal de esta Suprema Corte que cita (fs. 232/238 vta.).


En primer lugar, afirma que el tribunal de grado ha violado el principio de congruencia al incorporar a la litis una cuestión que ha sido ajena a la misma y no fue sometida a su decisión, cual es la relativa a la aplicabilidad o inaplicabilidad al ámbito de la demandada del Convenio Colectivo de Trabajo 160/1975. En este sentido, puntualiza que lo que realmente se debatió en autos fue la aplicación extensiva que hiciera la accionada, en perjuicio del actor, del tope indemnizatorio emanado de dicho convenio, aún cuando el resto de las disposiciones de la normativa convencional nunca se aplicaran a la relación laboral que ligó a las partes.


Añade que, independientemente de ello, la decisión de declarar aplicable al caso el Convenio Colectivo 160/1975 resulta absurda, pues el tribunal fundó esa conclusión en la circunstancia de que dicho convenio fue suscripto por la Federación de Empleadores de Entidades Deportivas y Asociaciones Civiles, organización que, en opinión del juzgador, "representa a instituciones como la demandada", ignorando que, de conformidad con el art. 84 del dec. ley 9020/1978, el Colegio de Escribanos no es una asociación civil sino una "persona jurídica de derecho público". Ello se comprueba ‑señala‑ con la prueba informativa emanada de la referida federación, que informó que la demandada no integró ni integra la misma y que tampoco fue invitada a hacerlo.


Finalmente, sostiene que el a quo incurrió en absurdo al omitir toda referencia en relación a la prueba producida en la causa, sin siquiera haber utilizado su facultad de seleccionar la que consideraba idónea para resolver la contienda. En particular, cuestiona que el sentenciante haya soslayado las consideraciones de la pericia contable, en la cual el experto sostuvo que el jefe de personal de la demandada le informó que el Convenio Colectivo 160/1975 no se aplicaba en el ámbito del Colegio de Escribanos. También se disconforma con que haya ignorado la prueba informativa proveniente del Ministerio de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires, de la cual se desprende, según su opinión, que el referido convenio no resulta aplicable a la relación laboral objeto del presente proceso.


III. El recurso, en mi opinión, no puede prosperar.


1. No asiste razón al impugnante en cuanto denuncia violación del principio de congruencia.


a. En su escrito de inicio, el señor Cavazza reclamó la suma de $ 32.589,73 en concepto de diferencias indemnizatorias. Señaló que se desempeñó bajo dependencia de la accionada entre el 13-VII-1978 y el 18-IX-2000, fecha en que fue despedido sin causa eficiente. Agregó que la demandada le abonó $ 34.526,22 en concepto de indemnización por despido, computando como base salarial la suma de $ 1501,14 por año de antigüedad, cuando, en realidad, debió haberlo hecho tomando como referencia el monto de $ 2693,70, correspondiente a la mejor remuneración mensual, normal y habitual percibida durante el último año de servicios.


Acto seguido, expresó que no correspondía la aplicación de ningún tope indemnizatorio, toda vez que a la demandada no le resultaba aplicable convenio colectivo de trabajo alguno, supuesto fáctico que ‑añadió‑ no encuadraba en ninguna de las posibilidades receptadas en el art. 245 de la Ley de Contrato de Trabajo para la aplicación de los topes a la base salarial que se utiliza para calcular la indemnización por despido (ver demanda, fs. 6/7).


b. A su turno, la demandada se opuso a la pretensión actoral, aduciendo que la indemnización abonada al actor se había calculado de conformidad al tope indemnizatorio "para el C.C.T. 160/75 de U.T.E.D.Y.C.". Luego, desarrolló los argumentos que, a su entender, justificaban la aseveración de que ningún trabajador tenía derecho a ser indemnizado sin tope, razón por la cual, aún cuando, por vía de hipótesis, se entendiese que no regía convenio colectivo alguno para la actividad de la demandada, correspondía aplicar, necesariamente, algún tope a la base salarial que se utiliza para calcular la indemnización. En virtud de ello, esgrimió las posibles soluciones que, a su juicio, podrían adoptarse para determinar cuál era el tope que correspondía aplicar al actor para el supuesto en que se considerase que no correspondía el relacionado con el Convenio Colectivo de Trabajo 160/1975 (ver réplica, fs. 28/32).


c. Al contestar el segundo traslado (art. 29, ley 11.653), el actor señaló que la demandada había introducido en su responde un "hecho nuevo", cual era que se había aplicado, para liquidar la indemnización del actor, el tope correspondiente al Convenio Colectivo de Trabajo 160/1975. En consecuencia, expuso los motivos por los cuales consideraba que no le asistía razón a la accionada. En lo sustancial, adujo que cabía descartar la pretensión de "aplicar ad hoc una convención colectiva", como la invocada, toda vez que la propia empleadora no había permitido su aplicación durante la vigencia de la relación laboral. Asimismo, ofreció pruebas en relación al hecho nuevo introducido, solicitando, por ejemplo, que se cursaran oficios a U.T.E.D.Y.C. a fin de que informara "si en el ámbito del Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires se aplica el convenio 160 correspondiente a ese gremio", solicitando asimismo que se hiciera lo propio al Ministerio de Trabajo provincial para que informara, entre otras cosas, "si en el ámbito de la demandada se aplicaba algún convenio colectivo de trabajo, y en caso afirmativo, cual" (ver fs. 48/50).


d. Por último, el tribunal dilucidó que el tantas veces citado convenio 160/1975 resultaba aplicable a la relación laboral que se verificó entre las partes y, a partir de esa conclusión, determinó que la demandada actuó conforme a derecho al calcular la indemnización utilizando como pauta el tope correspondiente a dicha convención.


e. Tiene dicho esta Corte que interpretar los escritos constitutivos del proceso y establecer los términos en que quedó planteada la litis, constituyen facultades privativas de los jueces de la instancia ordinaria, y que su decisión al respecto sólo puede revisarse en la sede extraordinaria en la medida que se denuncie y compruebe absurdo en su interpretación y violación al principio de congruencia (conf. causas L. 36.452, sent. del 19‑VIII‑1986; L. 42.917, sent. del 31‑XI‑1989), y no advierto que las afirmaciones del impugnante alcancen para demostrar las graves infracciones que invoca.


En efecto, en su escrito de demanda, el actor señaló que no correspondía aplicar ningún tope indemnizatorio, en virtud de que al establecimiento de la demandada no le resultaba aplicable convenio colectivo de trabajo alguno, mientras que la accionada respondió que había calculado el resarcimiento en base al tope correspondiente al Convenio Colectivo de Trabajo 160/1975. Luego, al responder el segundo traslado, el accionante refutó esa aseveración de la contraparte y hasta llegó a ofrecer (y luego producir) prueba dirigida a indagar si el citado convenio resultaba o no aplicable al ámbito del Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires.


Trabada la litis en esos términos, surge evidente que no hubo apartamiento por parte del a quo de las alegaciones de los litigantes, ni demasía decisoria, toda vez que, de un lado, la accionada introdujo, al contestar la demanda, la circunstancia de que resultaba aplicable el tope correspondiente al convenio citado y, del otro, el actor ‑especificando la posición que había asumido al demandar en el sentido de que ningún convenio se aplicaba al ámbito de la demandada‑ respondió, al contestar el segundo traslado, que ello no era así en virtud de que el Convenio Colectivo de Trabajo 160/1975 no se había aplicado durante la relación, ofreciendo prueba para demostrar que ese convenio no debía ser aplicado. Luego, no cabe sostener que el tribunal se apartó del tema a decidir, pues, teniendo en cuenta cómo resultó planteada la litis, mal podía el juzgador resolver la cuestión litigiosa sin determinar previamente si la normativa convencional resultaba aplicable o no a la relación laboral que vinculó a las partes.


En virtud de lo hasta aquí expuesto, corresponde rechazar el agravio, pues no puede considerarse violado el principio de congruencia ni, por lo tanto, el art. 47 de la ley procesal del fuero, cuando ‑como ocurre en la especie‑ media conformidad entre la sentencia y el pedimento formulado en la demanda respecto de las personas, el objeto y la causa (conf. causas L. 33.371, sent. del 21‑VIII‑1984; L. 34.530, sent. del 16‑IV‑1985; L. 56.716, sent. del 26‑XI‑1996, entre otras). 


2. Tampoco asiste razón al recurrente en cuanto denuncia que resulta absurda la decisión del a quo de declarar aplicable al caso bajo juzgamiento el Convenio Colectivo de Trabajo 160/1975.


a. Reiteradamente ha declarado este Tribunal que resolver acerca de la interpretación y aplicación o no de un convenio colectivo conforme el planteo fáctico de las partes, constituye una cuestión de hecho privativa de la instancia ordinaria y ajena, como tal, al examen por la Suprema Corte salvo supuesto de absurdo (conf. causas L. 54.073, sent. del 31‑V‑1994; L. 58.111, sent. del 9‑IV‑1996; L. 73.258, sent. del 3‑X‑2001; L. 79.958, sent. del 27‑X‑2004; L. 84.249, sent. del 7‑IX‑2005).


Siendo ello así, la conclusión que al respecto sentara el sentenciante de grado en orden a la aplicabilidad del Convenio Colectivo de Trabajo 160/1975 no puede revisarse, pues la crítica que contiene el recurso resulta notoriamente insuficiente, e ineficaz para demostrar la existencia del absurdo.


b. El a quo fundó su decisión de considerar aplicable el referido convenio en los siguientes argumentos:


(i) La circunstancia de que la demandada no hubiese participado en la negociaciones que derivaron en la celebración del convenio no resulta óbice para su aplicación al caso, pues la Federación de Empleadores de Entidades Deportivas y Asociaciones Civiles, que suscribió el mismo en representación de la parte patronal, representa a las asociaciones civiles como la accionada.


(ii) El art. 4 de la ley 14.250 establece que, homologada la convención colectiva, resulta obligatoria para todos los trabajadores y empleadores de la actividad comprendidos en su ámbito, y el art. 4 del Convenio Colectivo de Trabajo 160/1975 contempla entre sus destinatarios al "personal administrativo y obrero de las entidades tales como las asociaciones profesionales", carácter éste último que ‑agregó‑ reviste la demandada atento la finalidad que inspiró su creación (art. 86, dec. ley 9020/1978, ver sent. fs. 220 vta.).


c. Ahora bien, el recurrente dirige su crítica exclusivamente a refutar el primero de los fundamentos reseñados, señalando que, de conformidad con lo que establece la norma que regula su funcionamiento, la institución demandada no es una asociación civil sino una persona jurídica de derecho público, dejando absolutamente inatacado el argumento restante, estructurado en torno a que el Colegio de Escribanos es una asociación profesional que, en tal carácter, queda incluida en el ámbito de aplicación del Convenio Colectivo de Trabajo 160/1975 en virtud de lo establecido en el art. 4 de dicha convención. Ello demuestra la insuficiencia de la crítica esbozada por el quejoso, pues no resulta difícil advertir que el argumento que se ha omitido cuestionar ‑independientemente de lo que pudiera opinarse sobre su acierto sustancial, sobre lo que no cabe pronunciarse atento que, al no haber sido atacado, ha arribado firme a esta instancia‑ asumió principal entidad en la estructuración de la conclusión a que arribaran los sentenciantes de grado.


Siendo ello así, dicha parcela del pronunciamiento debe ser confirmada, pues tiene dicho esta Corte que es insuficiente el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley que no impugna adecuadamente el fundamento esencial del fallo y dirige su cuestionamiento a otros aspectos que no tienen en la decisión el aspecto gravitante que le atribuye (conf. causa Ac. 51.693, sent. del 8‑VI‑1993), como también lo es el que, al cuestionar la interpretación de una cláusula contenida en un Convenio Colectivo de Trabajo, exhibe una mera discrepancia de opinión, ya que las conclusiones establecidas por el tribunal del trabajo el recurrente opone consideraciones basadas exclusivamente sobre su propio criterio, con afirmaciones dogmáticas que no demuestran que el pronunciamiento judicial sea realmente absurdo o arbitrario en su conclusión esencial (conf. causa L. 33.669, sent. del 11‑IX‑1984). 


d. Por último tampoco puede tener acogida el agravio vinculado con la denunciada omisión de valorar la prueba, no sólo porque el tribunal tiene la facultad privativa de seleccionar y merituar los elementos probatorios, sino porque ‑además, y a todo evento‑ aquellos que el recurrente juzga determinantes para fundar su postura relativa a que no corresponde aplicar el Convenio Colectivo de Trabajo 160/1975, resultan, en mi opinión, irrelevantes para modificar la conclusión fijada por el tribunal.


En lo que respecta a la afirmación del jefe de personal de la demandada ‑que el perito contador receptara en su informe a fs. 103 y mantuviera a fs. 129 al contestar la impugnación que al mismo se dirigiera‑ en orden a que el referido convenio no se aplicaba a los dependientes de la institución accionada, salvo para determinar las indemnizaciones por despido, cabe señalar que a dicha manifestación no puede asignársele valor probatorio alguno, desde que ‑como lo ha señalado este Tribunal‑ carecen de eficacia probatoria las conclusiones que se consignan en la pericia que surgen de meras manifestaciones verbales que en la empresa le formularon al experto, porque su admisión implicaría la desnaturalización de la prueba y labor pericial (art. 457, C.P.C.C.) y la sustitución por ésta del medio probatorio idóneo (testimonial, en el caso, conf. causas L. 45.064, sent. del 17‑X‑1990; L. 53.234, sent. del 26‑VII‑1994; L. 79.234, sent. del 18‑XI‑2003, entre otras).


Finalmente, tampoco resulta hábil para modificar lo expuesto la prueba informativa proveniente del Ministerio de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires, toda vez que la citada repartición indicó que "...en este organismo no existen constancias que el personal del Colegio de Escribanos tenga convenio colectivo de trabajo especial, entendiendo que el aplicable sería el Nº 160/75 (UTEDYC)..." (fs. 110), lo que refuerza, en lugar de desvirtuar, la conclusión del sentenciante, sin que obste a ello la artificiosa e infundada interpretación gramatical del impugnante en orden a que el tiempo verbal utilizado en el informe referido ("sería") estaría indicando que, en realidad, el convenio "sería, pero no es" aplicable al ámbito de la demandada (recurso, fs. 238).


IV. En virtud de lo expuesto, corresponde rechazar el recurso traído y confirmar la sentencia atacada en cuanto fue materia de agravio.


Costas al recurrente (art. 289 del C.P.C.C.).


Voto por la negativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Roncoroni dijo:


Discrepo con la solución a que arriba el doctor de Lázzari.


1. Desde una primera aproximación es dable ponderar que el tribunal de trabajo en su veredicto señala que lo atinente a la aplicabilidad o no al conflicto del Convenio Colectivo de Trabajo 160/1975, celebrado entre U.T.E.D.Y.C. y F.E.D.E.D.A.C. (en adelante C.C.T. 160/1975), se trataba de una cuestión esencial controvertida cuyo tratamiento se efectuaría en la siguiente etapa, para lo cual tenía presente la prueba pericial contable e informativa.


Mas allá de la improcedencia de abordar cuestiones de prueba en la etapa de sentencia propiamente dicha, tenemos que en realidad la misma tampoco fue valorada en ese estadio, resolviéndose el pleito a la luz de un precedente ‑basado en otras postulaciones y pruebas no trasladables al presente proceso por no haber sido objeto de debate y control para la aquí actora‑ que no constituye la doctrina legal que informa el art. 55 de la ley 11.653 (arts. 18 de la Constitución nacional, 15 de la local y 8, C.A.D.H.).


2. Si bien se mira queda claro que la solución a que arriba el a quo se direcciona directamente a determinar ‑como lo hiciera en el precedente citado‑ que el convenio de actividad de referencia alcanzaba la relación del Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires ‑considerada como una asociación civil‑ con sus dependientes, mas omite abordar si el mismo efectivamente era de aplicación en la especie.


La cuestión no es menor, dado que si se demostrara que la relación laboral que unió a las partes ‑y eventualmente a los demás empleados‑ no estaba regida en la práctica por el C.C.T. 160/1975, entre otros aspectos por el remunerativo, nos encontraríamos con un trabajador fuera de convenio, con las implicancias que ello tiene para la resolución del caso (C.S.J.N. in re "Vizzoti, Carlos Alberto c/A.M.S.A. S.A.", sent. del 14‑IX‑2004 "La Ley Buenos Aires", 17-IX-2004).


3. En virtud de lo expuesto corresponde anular ex officio el decisorio impugnado, reenviando la causa al tribunal de origen para que, con otra integración, recree los actos procesales que considere necesarios y dicte un nuevo pronunciamiento.


Así lo voto.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:


Adhiero a la solución desestimatoria propuesta por el doctor de Lázzari.


1. El agravio referido a la supuesta violación al principio de congruencia que aduce la reclamante, en cuanto afirma que el tribunal de grado incorporó a la litis una cuestión ajena al postulado de las partes que no había sido sometida a su decisión, cual es la relativa a la aplicabilidad o no al ámbito de la demandada del Convenio Coletivo de Trabajo 160/1975 (cf. veredicto obrante a fs. 218 y vta.), no puede prosperar, tal como concluye en juez preopinante (cfr. apartado III., 1.), luego de reseñar el marco competencial del tribunal del trabajo a la luz de las pretensiones y defensas argüidas por los litigantes.


En efecto, el principio de congruencia se vincula básicamente con la forma en que los órganos jurisdiccionales deben resolver las cuestiones sometidas a su decisión, teniendo en cuenta los términos en que quedó articulada la relación procesal, esto es, sin incurrir en omisiones o demasías decisorias. El destino de dicha directriz es conducir el proceso en términos de razonable equilibrio dentro de la bilateralidad del contradictorio, imponiendo que la sentencia se muestre atenta a la pretensión jurídica que forma el contenido de la disputa (cfr., por todos, doct. causa L. 86.982, sent. de 10‑VIII‑2005).


Por ello, es principio consagrado por los arts. 34 inc. 4º y 163 inc. 6º del Código Procesal Civil y Comercial y 47 de la actual ley 11.653 la imposibilidad de los jueces de dictar sentencia extra petita, esto es, apartándose de los términos de la relación procesal toda vez que, de lo contrario, infringirían el principio de congruencia entendido como la correspondencia entre la sentencia y el pedimento formulado respecto de las personas, el objeto y la causa (cfr. doct. causa cit.).


Ahora bien, siendo la interpretación de los escritos constitutivos del proceso y el establecimiento de los términos en que quedó planteada la litis, facultades privativas de los jueces de la instancia ordinaria y detraídas del ámbito de la instancia extraordinaria en tanto tal ejercicio no resulte irrazonable o absurdo, lo resuelto por el tribunal de grado que le causa agravio a la recurrente, debió ser atacado demostrando ese vicio de ilogicidad en tal interpretación de las pretensiones y defensas, a fin de acreditar la violación al principio de congruencia denunciada (cfr. doct. L. 86.982, cit.).


Empero este vicio del razonamiento no ha sido evidenciado por el recurrente, en tanto opone a la apreciación efectuada por el tribunal a quo consideraciones que se sustentan únicamente en su criterio divergente y que no traducen más que meras discrepancias subjetivas insuficientes para conducir en la instancia extraordinaria a la revisión pretendida. Lo dicho basta para descartar que el contenido de la decisión judicial atacada hubiera efectivamente alterado los términos de la relación procesal fijada en la contienda. 


2. Por lo demás, adhiero a las consideraciones vertidas por el colega preopinante reseñadas y tratadas en el apartado III., 2. de su voto.


3. Como puede advertirse todo el esfuerzo impugnativo estuvo centrado, primordialmente, en acreditar que el tribunal de grado se apartó de las postulaciones de las partes, ocurriendo por ello en demasía decisoria, agravio que fue desestimado (supra pto. 1).


De otro lado, intentó rebatir la valoración probatoria realizada por el sentenciante al considerar de aplicación a la actividad de la demandada el Convenio Colectivo de Trabajo 160/1975 (v. respuesta adhiriendo al juez preopinante supra pto. 2). 


Mas, conforme la lectura del remedio interpuesto surge que no se ha impugnado ni siquiera de modo subsidiario la validez o aplicabilidad del tope previsto en el art. 245 de la Ley de Contrato de Trabajo (cf. texto ley 24.013), pese a que el tribunal de origen convalidó su legitimidad, dejando la parte incontrovertida esa parcela del pronunciamiento en crisis, lo cual cercena la posibilidad de revisión por esta Corte (cfr., en sentido similar, mi voto y el del Juez Roncoroni en P. 85.483, sent. de 15‑III‑2006).


Por ello, voto por la negativa.


El señor Juez doctor Pettigiani, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votó también por la negativa.


A la cuestión planteada, la señora Jueza doctora Kogan dijo:


Adhiero a la propuesta decisoria arribada por el doctor de Lázzari, con excepción del apartado III, 2, con las consideraciones expresadas por el colega doctor Soria.


Con dicho alcance, doy mi voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Genoud e Hitters, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votaron también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, por mayoría se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley traído; con costas (art. 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.
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